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l despido objetivo se ha convertido en estos últimos meses en un recurso tristemente utilizado 
por los empresarios, debido a la crisis económica que está acuciando al mundo. 
Es por ello por lo que es requisito imprescindible el estudio detallado de dicha materia y la 
repercusión que su utilización conlleva. 
1. CONCEPTO DE DESPIDO OBJETIVO 
La extinción del contrato de trabajo “por causas objetivas legalmente procedentes” está prevista en 
el art.49.1.l) ET y regulada en los arts.52 y 53 ET y, desde el punto de vista procesal, en los arts.120 a 
123 LPL. Pese a ese nombre oficial, se trata a fin de cuentas de una modalidad de despido , por cuanto 
la extinción del contrato se produce por decisión unilateral del empresario. La calificación de “ 
objetivo ” pretende separar este despido del disciplinario (que se entiende “subjetivo”, al basarse en 
causas imputables al trabajador). Es por supuesto un despido causal , aunque no es fácil identificar 
una causa única o general, sino más bien una serie de causas específicas que tienen como elemento 
común el trastorno causado a la empresa. La imposibilidad de la prestación, su excesiva onerosidad, la 
crisis de la empresa o la necesidad de proceder a la reestructuración o reorganización de la misma, 
son los motivos que en esencia dan vida a esta modalidad de despido. 
2. INEPTITUD 
2.1. Noción de ineptitud 
El contrato de trabajo podrá extinguirse «por ineptitud del trabajador conocida o sobrevenida con 
posterioridad a su colocación efectiva en la empresa» [ art. 52.a) ET]. La ineptitud implica la ausencia 
en el trabajador de las condiciones necesarias para desempeñar el trabajo que le corresponde. En 
cuanto al desarrollo de la relación laboral, repercute en una disminución del rendimiento. 
E 
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La jurisprudencia entiende por ineptitud una inhabilidad o carencia de facultades profesionales que 
tienen su origen en la persona del trabajador, bien por la falta de preparación o actualización de sus 
conocimientos, bien por deterioro o pérdida de sus recursos de trabajo –rapidez, percepción, 
destreza, capacidad de concentración, etc.–. No se incluyen dentro de este concepto de ineptitud los 
supuestos de incompatibilidad sobrevenida para la realización del trabajo por aplicación de una 
norma legal ( STS 2-5-1990 [RJ 1990, 3937] ). 
En todo caso, la ineptitud debe ser probada por el empresario, correspondiendo al trabajador la 
prueba de su aptitud, o que aquélla era conocida o consentida por el empresario. 
2.2. Características de la ineptitud 
La ineptitud debe ser imputable al trabajador, permanente y afectar a las tareas esenciales del 
trabajador. 
La jurisprudencia ha declarado que la ineptitud debe ser permanente y no meramente 
circunstancial; imputable al trabajador y no achacable a defectuosos medios de trabajo; verdadera y 
no disimulada –ya que ésta se integraría en otro tipo de falta general–, o sea, referida al conjunto o 
por lo menos a la principal de las tareas encomendadas; de suficiente entidad, es decir, una aptitud 
apreciable inferior a la media normal; y, sobre todo, independiente de la voluntad, no debida a un 
actuar deliberado y consciente del sujeto, aunque sí en ocasiones a abulia o descuido ( STS 14-7-1982 
[RJ 1982, 4613] ). 
Es frecuente entre los supuestos de ineptitud los derivados de la privación durante la vigencia del 
contrato de un título, permiso o autorización, o de su exigencia sobrevenida por imperativo legal. 
Es procedente el despido de un trabajador por causa de ineptitud al haber sido privado del permiso 
de conducir, cuando su puesto de trabajo es el de conductor ( STS 27-10-1983 [RJ 1983, 5158] ). Se ha 
considerado procedente del despido por ineptitud del trabajador derivada de la privación del permiso 
de conducir, cuando sin ser su puesto de trabajo el de conductor, es necesario para el desempeño de 
su actividad laboral, como el caso de un Técnico comercial que debe realizar desplazamientos en 
vehículo facilitado por la empresa, circunstancia imprescindible para el desarrollo de la relación 
laboral que consiste en visitar clientes ( STSJ Cataluña 26-1-1999 [AS 1999, 875] ). Se ha considerado 
también procedente el despido por ineptitud de un trabajador que carecía la titulación exigida y 
actuaba mediante autorización administrativa ( STS 29-12-1988 [RJ 1988, 9938] ). También se ha 
considerado procedente el despido por ineptitud de un trabajador que carecía de la titulación exigida 
por la norma legal con posterioridad al inicio de la prestación laboral ( STSJ Madrid 6-10-1998 [AS 
1998, 3689] ). Igualmente, se ha declarado procedente el despido por ineptitud de un trabajador que, 
vigente la relación laboral, precisaba a partir de una fecha determinada habilitación administrativa, 
que no obtuvo, para desempeñar su actividad, para la que había sido contratado sin poseer la 
habilitación requerida ( STSJ Madrid 1-10-1998 [AS 1998, 3759] ). 
Hay que advertir, no obstante, que en ocasiones la falta de titulación o habilitación para 
desempeñar el puesto de trabajo no se considera un supuesto de ineptitud, sino una falta de 
adaptación del trabajador a los cambios producidos en el puesto de trabajo. 
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La STS 22-7-2005 [RJ 2006, 84] , establece que cumple con el art. 53.1 ET, el despido por ineptitud 
sobrevenida de un vigilante de seguridad notificado mediante carta, fundado en el dictamen de la 
Mutua que cubre el servicio de prevención de riesgos laborales de la empresa, sin que la carta en 
cuestión precisara el concreto alcance de la deficiencia física que motivaba esa conclusión y que la 
empresa desconocía, al no habérsela comunicado los servicios médicos que la practicaron, en garantía 
de su derecho a la intimidad reconocido en el art. 22.2 LPRL; la comunicación no menoscaba el 
derecho del trabajador a defenderse contra el despido, ya que pudo conocer el resultado del 
reconocimiento, interesándolo directamente de la Mutua. 
2.3. Ineptitud anterior al ingreso en la empresa 
Se excluye de esta causa «la ineptitud existente con anterioridad al cumplimiento del período de 
prueba» [ art. 52.a) ET]. 
En estos casos se considera que el empresario tuvo oportunidad de conocer la aptitud del 
trabajador y desistir libremente del contrato. No obstante, existen supuestos en los que la 
jurisprudencia admite la ineptitud anterior al ingreso en la empresa, pero conocida por el empresario 
con posterioridad. 
Se ha estimado procedente el despido basado en la existencia de ineptitud conocida con 
posterioridad al ingreso en la empresa, derivada de trastornos psico-físicos, estando sometido el 
trabajador a tratamiento médico, que determinan la falta de aptitud del trabajador y de capacidad 
para desempeñar el puesto de trabajo con la responsabilidad requerida ( STS 7-7-1986 [RJ 1986, 3961] 
). En alguna ocasión, se ha admitido la posibilidad de extinción por ineptitud después de superado el 
período de prueba, pues no siempre es posible conocer la ineptitud durante el desarrollo de aquél ( 
STSJ Extremadura 24-2-2000 [AS 2000, 1253] ). Sin embargo, en otras ocasiones se ha considerado 
improcedente el despido por ineptitud a pesar de que la trabajadora padecía una epilepsia con 
anterioridad a la contratación, que no fue declarada al empresario, por la que tenía reconocida una 
minusvalía del 49 por 100, pues no le había impedido a la trabajadora realizar las labores para la que 
está contratada, pues debe acreditarse la ineptitud, que implica la pérdida de aptitud física o 
intelectual originaria para realizar la prestación laboral ( STSJ Canarias [Santa Cruz de Tenerife] 10-6-
1998 [AS 1998, 2662] ). 
Cuando se produce una ocultación o no declaración de defectos de los que pueden derivar 
ineptitud, también se ha estimado por los tribunales la nulidad del contrato firmado. 
En un supuesto en el que el trabajador declaró que no padecía enfermedad ni defecto físico que le 
impidiera el desarrollo de su trabajo de mozo, y padecía una escoliosis lumbar, que le impedía, 
aunque fuera a efectos de no agravación, levantar pesos, se estimó la existencia de vicio del 
consentimiento en la empresa, pues de haber conocido ésta dicho defecto no le hubiera contratado, 
lo que implica la nulidad del contrato (STCT 10-2-1988 [RTCT 1988, 1531]). 
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2.4. Ineptitud y categoría profesional 
Quedan fuera de los supuestos de ineptitud sobrevenida aquellas situaciones en las que se 
encomienda al trabajador funciones distintas a las de su categoría profesional, a consecuencia de las 
facultades que tiene reconocidas el empresario para la movilidad funcional. En estos casos, en 
garantía del trabajador, se establece que «no cabrá invocar la causa de despido objetivo por 
ineptitud... en los supuestos de realización de funciones distintas de las habituales como 
consecuencia de la movilidad funcional» ( art. 39.3 ET). 
En ocasiones, a efectos de estimar la ineptitud, se tiene en cuenta la categoría profesional que 
corresponde al trabajador y no la función habitual (conductor) que venía desempeñando y para la que 
se le declara en situación de incapacidad permanente parcial. Si las lesiones no le inhabilitan para la 
realización de las actividades correspondientes a su categoría profesional (encargado) no se estima la 
ineptitud ( STSJ Cataluña 12-5-1999 [AS 1999, 1473] ). 
3. FALTA DE ADAPTACIÓN A CAMBIOS TÉCNICOS U ORGANIZATIVOS 
3.1. Finalidad de esta causa 
Para mejorar la actividad de la empresa el empresario puede introducir modificaciones técnicas en 
los puestos de trabajo. Por ello se establece la posibilidad de despedir al trabajador «por falta de 
adaptación del trabajador a las modificaciones técnicas operadas en su puesto de trabajo» [ art. 52.b) 
ET]. Se trata de un supuesto especial de ineptitud para el trabajo, diferente de la incapacidad laboral 
por razones de salud y de la disminución voluntaria del rendimiento. El origen de la falta de capacidad 
del trabajador para seguir desempeñando el puesto de trabajo está en causas externas al trabajador, 
en la voluntad empresarial de introducir cambios tecnológicos en su puesto de trabajo, no en las 
condiciones personales o profesionales de aquél. 
Un supuesto típico de esta causa es el referido a los cambios informáticos introducidos en el puesto 
de trabajo, en los que se declara procedente el despido del trabajador que no se adapta a las nuevas 
condiciones del puesto de trabajo ( STS 21-6-1988 [RJ 1988, 6865] ; STSJ Valencia 14-9-1993 [AS 1993, 
3921] ; STSJ Murcia 23-10-1995 [AS 1995, 4050] ; STSJ Cantabria 19-10-1998 [AS 1998, 4018] ; STSJ 
Extremadura 8-8-2000 [JUR 2000, 273981] ; STSJ Andalucía, Sevilla 12-11-2003 [AS 2003, 533] ). 
3.2. Requisitos 
Para que pueda operar esta causa de despido es necesario que los cambios introducidos «sean 
razonables y hayan transcurrido como mínimo dos meses desde que se introdujo la modificación» [ 
art. 52.b) ET]. Se trata con ello de facilitar el mantenimiento del empleo, de manera que la decisión 
extintiva se produzca cuando sea patente la falta de adaptación. 
La jurisprudencia viene destacando que la modificación debe producirse en el puesto de trabajo 
habitual del trabajador, pues el supuesto no engloba aquel en el que el trabajador cambió de puesto, 
asignándosele uno que tiene exigencias técnicas distintas al que venía desempeñando ( STSJ País 
Vasco 23-11-1999 [AS 1999, 3931] ). 
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En este sentido hay que recordar la garantía reconocida al trabajador en los casos de movilidad 
funcional ( art. 39.3 ET), que neutraliza la posibilidad de utilizar esta causa de despido. 
Hay que llamar la atención ante la posibilidad de encontrar supuestos que se pueden confundir con 
los de ineptitud derivada de la falta de titulación o habilitación. 
Se ha declarado el despido procedente por la falta de adaptación del trabajador a los requisitos de 
titulación o habilitación para impartir euskera, al estimarse la existencia de razonabilidad en la 
necesidad de adaptarse a las exigencias de la norma dictada por el Gobierno Vasco ( STS 1-7-1986 [RJ 
1986, 3919] ; STS 15-7-1986 [RJ 1986, 4147] ). 
3.3. Diferencias con otros supuestos de despido producidos por modificaciones técnicas 
Es conveniente tener en cuenta que esta causa de despido es diferente a otras que producen 
modificaciones técnicas en la empresa como la que se regula en los arts. 51 y 52.c) ET. 
Las causas económicas, técnicas o de fuerza mayor implican nuevas técnicas de producción que 
alteran por completo la estructura organizativa y productiva de la empresa, acarreando como 
consecuencia directa la necesidad de una acusada reducción de personal ( STS 21-6-1988 [RJ 1988, 
6865] ). La causa del art. 52.b) ET revela una inadecuación del trabajador y el puesto de trabajo, 
patentiza una necesidad modificadora de la cualificación del trabajador. La causa de los arts. 51 y 
52.c) ET es una causa amortizadora que supone la inadecuación de la empresa al mercado ( STSJ 
Madrid 14-5-1996 [AS 1996, 1563] ). 
4. CAUSAS ECONÓMICAS, TÉCNICAS, ORGANIZATIVAS O DE PRODUCCIÓN 
4.1. Alcance y sentido de la causa 
El despido objetivo puede adoptarse también “cuando concurra alguna de las causas previstas en el 
art. 51.1 de esta Ley y la extinción afecte a un número inferior al establecido en el mismo”. Puede 
fundarse, pues, en las consabidas “causas económicas, técnicas, organizativas o de producción”, que 
habrán de entenderse además conforme los criterios que aporta ese otro precepto legal para el 
despido colectivo . 
La equiparación completa entre una y otra modalidad de despido ha sido obra de la reforma 
operada en primer término por el RDL 10/2010  (con fecha de entrada en vigor el 18 de junio de ese 
año y finalmente por la Ley 35/2010  con entrada en vigor el día 19 de septiembre). Con anterioridad, 
el art.52.c) ET consideraba causa de despido “la necesidad objetivamente acreditada de amortizar 
puestos de trabajo por alguna de las causas previstas en el art. 51.1 de esta Ley y en número inferior 
al establecido en el mismo”. Había remisión a ese otro precepto, pero se ponía énfasis especial en la 
necesidad de “amortización” del puesto de trabajo, y, por otra parte, la justificación y utilidad de esas 
causas ofrecía alguna diferencia: se entendía que concurrían causas económicas cuando la adopción 
de esa medida contribuyera “a la superación de situaciones económicas negativas”, y se consideraba 
que concurrían causas técnicas, organizativas o de producción cuando tal medida contribuía “a 
superar las dificultades que impidan el buen funcionamiento de la empresa, ya sea por su posición 
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competitiva en el mercado o por exigencias de la demanda, a través de una mejor organización de sus 
recursos”. 
Algunas precisiones deben hacerse a propósito del despido objetivo por causas económicas, 
técnicas, organizativas o de producción: 
• el despido puede afectar a uno o varios trabajadores (despido “individual”, llamado con 
frecuencia “plural” si afecta a varios), pero siempre en un número inferior al que da paso al 
despido colectivo. 
• el despido puede deberse a una mera reducción de la plantilla o a una cesación total de la 
actividad de la empresa, aunque en este caso debe tenerse en cuenta que si el número de 
afectados es superior a cinco debe seguirse el procedimiento del despido colectivo ( art.51.1 
ET). 
• la norma no exige ahora amortización en sentido estricto, por lo que no será necesario que se 
supriman funciones o puestos de trabajo sino únicamente acreditar que mediante la oportuna 
reestructuración o reorganización de la plantilla se cumplen los objetivos mencionados por la 
ley. 
 
Con la redacción del art.52.c) ET anterior al RDL 10/2010  la j urisprudencia había declarado que la 
amortización podía afectar a uno o varios puestos de trabajo, y podía consistir en la reducción con 
carácter permanente del número de trabajadores que componen la plantilla de la empresa, o en la 
supresión de la totalidad de la plantilla, bien por clausura o cierre de la explotación, bien por 
mantenimiento en vida de la misma pero sin trabajadores asalariados a su servicio; también declaró 
que la amortización de puestos que no suponía cierre de la explotación había de formar parte de un 
plan o proyecto de recuperación del equilibrio de la empresa, en el que esta medida de reducción de 
empleo podía ir acompañada de otras medidas empresariales (financieras, de comercialización, de 
reducción de costes no laborales) encaminadas todas ellas al objetivo de compensar los desequilibrios 
producidos, superando una situación económica negativa de la empresa o procurando una mayor 
eficiencia de la misma ( STS 14-6-1996 (RJ 1996, 5162) ), aunque no puede considerarse requisito 
inexcusable que el empresario presente un plan de viabilidad de la empresa ( STS 30-9-2002 (RJ 2002, 
10679) ). 
La jurisprudencia defendía, asimismo, que la necesidad de amortizar puestos de trabajo debía estar 
objetivamente acreditada , lo que exigía al empresario prueba de la realidad de las causas o factores 
desencadenantes de los problemas alegados; no debía probar de forma plena e indubitada que la 
extinción de los contratos tuviera como consecuencia superar la situación desfavorable de la 
empresa, pero sí debía acreditar una conexión de funcionalidad o instrumentalidad entre las 
extinciones de contratos decididas por la empresa y la superación de la situación desfavorable 
acreditada ( STS 14-6-1996 (RJ 1996, 5162) y STS 24-4-1996 (RJ 1996, 5297) ). El supuesto de supresión 
total de la plantilla por cierre de la explotación se reservaba para el caso de que la empresa se 
considerara inviable o carente de futuro , como fórmula para evitar la prolongación de una situación 
de pérdidas o resultados negativos ( STS 8-3-1999 (RJ 1999, 2117) ; STS 25-11-1999 (RJ 1999, 8745) ), y 
el supuesto de reducción de la plantilla requería una conexión adecuada o proporcionada entre la 
situación desfavorable y los despidos, a la vista de los hechos pasados y la situación actual, y mediante 
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un juicio de atenimiento del empresario a una conducta razonable desde el punto de vista de la 
gestión económica de la empresa ( STS 14-6-1996 (RJ 1996, 5162) ). La «amortización orgánica» de 
puestos de trabajo no impedía una posterior reasignación de las funciones realizadas por el 
trabajador despedido ( STS 15-10-2003 (RJ 2004, 4093) ). Alguna decisión de la jurisprudencia exige 
que se acredite que el despido no puede ser evitado con otras acciones normales de la gestión 
empresarial (movilidad funcional, suspensión temporal, etc.) ( STSJ Castilla-La Mancha 17-2-2000 (AS 
2000, 1138) ). 
4.2. Causas económicas 
La causa económica hace referencia a una situación de crisis o de dificultad económica de la 
empresa. Esta causa se sitúa en la esfera o ámbito de los resultados de la explotación, sobre su 
equilibrio de ingresos y gastos, de costes y beneficios, que deben poner de relieve una situación 
económica negativa ; el despido se adopta precisamente para superar dicha situación (según dice 
expresamente el art.51.1 ET, al que remite el art.52.c) ET). 
Aunque no es preciso que el despido objetivo adoptado sea por sí solo medida suficiente e 
ineludible para la superación de la crisis, pues basta a tal fin que la rescisión contractual contribuya a 
la mejoría de la empresa, es decir, que ayude o favorezca la consecución de esa mejoría; si bien tal 
contribución debe ser directa y adecuada al objetivo que se persigue, no debiendo tomarse en 
consideración la contribución meramente ocasional, tangencial o remota ( STS 24-4-1996 [RJ 1996, 
5297] ). En el mismo sentido STS 11-6-2008 (RJ 2008, 3468 ). 
Tal situación debe cumplir cuatro requisitos: debe ser objetiva (no una mera alegación, declaración 
u opinión de la empresa), debe ser real y actual (no vale una expectativa o sospecha de crisis futura, ni 
tampoco las circunstancias adversas ya superadas), debe ser suficiente (desde el punto de vista de su 
entidad, volumen o envergadura), y debe ser continuada o prolongada en el tiempo, no coyuntural ni 
pasajera (en cuyo caso podría bastar la suspensión de los contratos). 
La causa económica equivale a lo que habitualmente se conoce como “crisis”, aunque la 
manifestación y la intensidad de la misma pueden ser muy variadas, pues puede reflejarse (a tenor de 
lo que especifica el art. 51.1 ET) en “la existencia de pérdidas actuales o previstas”, en “la disminución 
persistente de su nivel de ingresos” o en otras circunstancias “que puedan afectar a la viabilidad de la 
empresa o a su capacidad de mantener el volumen de empleo ”. La declaración de concurso no es por 
sí sola causa suficiente para el despido, pero puede utilizarse como prueba de una situación 
económica negativa. En todo caso, la empresa que proponga o planifique el despido por esta clase de 
motivos debe hacer dos operaciones: por un lado, “ acreditar ” los resultados alegados a esos fines y, 
por otro, “ justificar ” que de dichos datos “se deduce la razonabilidad de la decisión extintiva para 
preservar o favorecer su posición competitiva en el mercado”. 
Según precisa asimismo el art. 51.1 ET, la empresa que proponga o planifique el despido debe hacer 
dos operaciones para fundarlo en esta causa: por un lado, “acreditar los resultados alegados” a ese 
respecto, y por otro, “justificar” que de dichos datos “se deduce mínimamente la razonabilidad de la 
decisión extintiva. 
  
29 de 256 
Publ icacionesDidacticas.com  |  Nº 19 Noviembre 2011 
A partir de la anterior redacción del art.52.c) ET la jurisprudencia había sostenido que la causa 
económica desencadenante del despido debía ser objetiva, real, suficiente y actual , aunque no era 
necesario que fuese irreversible, sino más bien recuperable ( STS 24-4-1996 [RJ 1996, 5297] ) ( STS 15-
10-2003 [RJ 2004, 4093] ). Alguna sentencia declaró que no se podía estimar situación económica 
negativa con una mera disminución de beneficios o ganancias ( STSJ Andalucía [Granada] 5-7-1995 [AS 
1995, 2976] ; STSJ Castilla-La Mancha 17-2-2000 [AS 2000, 1138] ), que la crisis podía manifestarse en 
pérdidas, desequilibrio financiero o situaciones similares ( STS 14-5-1998 [RJ 1998, 4650] ) y que 
concurre causa económica si se reducen las subvenciones públicas cuando son única fuente de 
financiación ( STS 28-1-1998 [RJ 1998, 1148] ). 
La situación económica negativa debe valorarse atendiendo a la empresa en su conjunto o 
globalidad, no por centros o secciones (STS 14-5-1998 [RJ 1998, 4650]). En el grupo de empresas hay 
que tener en cuenta la evolución económica de las empresas del grupo ( STS 23-1-2007 (RJ 2007, 
1910) , STSJ Navarra 18-4-2000 (AS 2000,1016) ). 
4.3. Causas técnicas, organizativas o de producción 
Las restantes causas acogidas por el art.52.c) ET (con su remisión al art.51.1 ET) se refieren a 
situaciones inherentes a la empresa que guardan relación con su actividad, su funcionamiento o su 
organización interna y que también tienen que cumplir aquellos requisitos de objetividad, actualidad 
y suficiencia. El citado precepto conecta todas esas causas a la introducción de “ cambios ” en la 
empresa, que pueden ser necesarios para la buena marcha de la empresa o aconsejables desde el 
punto de vista empresarial. Tales cambios pueden tener distinta motivación y diferente contenido, y 
pueden afectar a diversas parcelas de la actividad o la organización empresarial. El art.51.1 ET 
especifica algunos de estos cambios, pero siempre con la advertencia de que puede haber otros que 
también justifiquen esta medida (“entre otros”, dice el precepto). En concreto, las causas técnicas se 
conectan con cambios “en el ámbito de los medios o instrumentos de trabajo”, las causas 
organizativas con cambios “en el ámbito de los sistemas y métodos de trabajo del personal”, y las 
causas productivas con cambios “en la demanda de los productos o servicios que la empresa pretende 
colocar en el mercado”. 
También para estas causas se impone a la empresa la obligación esencial de “acreditar” su 
concurrencia y la obligación suplementaria de “justificar” que de esas circunstancias “se deduce 
mínimamente la razonabilidad de la decisión extintiva”. Pero en este caso se añade un matiz: la 
medida propuesta o planificada por la empresa debe “contribuir a mejorar la situación de la empresa 
o a prevenir una evolución negativa de la misma a través de una más adecuada organización de los 
recursos, que favorezca su posición competitiva en el mercado o una mejor respuesta a las exigencias 
de la demanda”. Si en la causa económica basta acreditar la situación negativa y la razonabilidad de la 
medida en tal contexto, aquí debe justificarse también que la medida tiene o bien fines preventivos 
de situaciones negativas o bien fines de mejora de la empresa. Ninguna referencia al “empleo” ni a la 
“viabilidad” de la empresa se hace en este contexto, pero son factores que pueden tenerse en cuenta. 
Con la redacción del art.52.c) ET anterior al RDL 10/2010  se sostenía que el despido por estas 
causas debía dirigirse a superar dificultades de funcionamiento o competitividad de la empresa, sin 
que se exigiera riesgo de viabilidad ( STSJ Valencia 2-6-2000 (AS 2000, 4117) , aun cuando las 
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dificultades habían de probarse así como la vinculación de la medida al mantenimiento de la posición 
competitiva de la empresa en el mercado o las exigencias de la demanda ( STSJ Cataluña 21-3-2000 
(AS 2000, 753) ). Para la jurisprudencia, las dificultades que justifican este despido no necesitan ser de 
tanta entidad como para poner en peligro la viabilidad futura de la empresa o del empleo en la 
misma, pues basta que «impidan» su «buen funcionamiento» ( STS 14-6-1996 (RJ 1996, 5162) ). El 
término «dificultades» que utilizaba el art.52.c) ET se entendía como sinónimo de problemas de 
gestión o pérdidas de eficiencia en una u otra de las áreas en que se despliega su actividad, que 
debían ser perceptibles u objetivables en el momento del despido, y no meramente hipotéticos; debía 
tratarse de dificultades ya actualizadas y acreditadas, y no de suposiciones a la vista de proyectos, 
iniciativas o anticipaciones del empresario, que podrían justificar en su caso otras medidas de 
reorganización o mejora de la gestión ( STS 17-5-2005 (RJ 2005, 9696) ). Por otra parte, la 
jurisprudencia ha defendido que, a diferencia de las causas económicas, las técnicas, organizativas y 
de producción pueden afectar a una sola unidad productiva o centro de trabajo, no necesariamente al 
conjunto de la empresa, pues la legalidad vigente no impone la obligación del empresario de reforzar 
con el excedente de mano de obra en esa unidad otra que se encuentra en situación de equilibrio, 
salvo que se prefiera desplazar el problema de un centro a otro pero sin solucionarlo ( STS 13-2-2002 
(RJ 2002, 3787) ). 
Las causas técnicas operan en la esfera o ámbito de los medios o instrumentos de producción, con 
posible vejez o inutilidad total o parcial de los mismos. Las causas técnicas manifiestan una innovación 
en los medios de producción y presuponen una inversión en la renovación de los bienes de capital que 
utiliza la empresa, y que repercuten en los puestos de trabajo directamente vinculados a tales 
medios. El despido por estas causas hay que distinguirlo del que se regula en el art.52.b) ET por falta 
de adaptación del trabajador a las modificaciones técnicas operadas en su puesto de trabajo. 
Las causas organizativas se encuadran en la esfera o ámbito de los sistemas y métodos de trabajo 
que configuran la estructura de la empresa en una organización racional de las mismas. Las causas 
organizativas tendrán como contenido la introducción de nuevos criterios de racionalización del 
trabajo dentro de la organización productiva, no requiriendo inversión alguna en medios productivos. 
Este tipo de causas suelen estar ligado a las causas técnicas o productivas. 
La descentralización productiva mediante contratas tiene encaje en esta causa únicamente si se 
demuestra que la utilización de la contrata es un medio hábil para asegurar la viabilidad de la empresa 
o su competitividad, siendo decisorio que la descentralización constituya una medida racional en 
términos de eficacia de la organización productiva y no un simple medio para lograr un incremento 
del beneficio empresarial (STS 21-3-1997 [RJ 1997, 2615]; STS 30-9-1998 [RJ 1998, 7586]). En este 
sentido, el TS considera razonable o plausible que una empresa externalice la actividad de distribución 
y reparto de los productos de consumo producidos por ella misma para solventar las dificultades de 
gestión que ocasionaba un inadecuado sistema o método de transporte y reparto, capaz de afectar en 
mayor o menor medida a su posición competitiva en el mercado en cuanto ocasionaba «demoras», 
«falta de flexibilidad de horario», «insuficiente capacidad de almacenamiento» «insuficiente 
capacidad de distribución de mercancías a corto plazo», y «un incremento paulatino de los costes de 
distribución en los últimos años». (STS 31-5-2006 [RJ 2006, 3971]) 
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La jurisprudencia defendió que cuando se amortizan puestos de trabajo al amparo de un proyecto 
empresarial no basta con expresarlo formalmente sino que se exige prueba de que tal proyecto 
resulta acorde con la realidad y que la no reducción de los puestos de trabajo produce dificultades 
que impiden el buen funcionamiento de la empresa a las que se refiere el precepto ( STS 23-1- 2008 
(RJ 2008, 2552) ). En particular consideró causa organizativa legitimadora de la extinción del contrato 
de interinidad suscrito con vigencia temporal hasta la provisión del puesto de trabajo con carácter fijo 
, la supresión de puestos de trabajo realizada por la Administración al modificar la relación de puestos 
de trabajo , en uso de las facultades que tiene reconocidas. La suscripción de dicho contrato no limita 
ni elimina lafacultades de la Administración ( STS 2-4-1997 (RJ 1997, 3045) ; STS 9-6-1997 (RJ 1997, 
4692) ). Se consideró asimismo causa organizativa que legitima la extinción del contrato, equiparable 
a un supuesto de fuerza mayor (factum principis) la declaración de nulidad de un concurso-oposición 
por la jurisdicción competente. Se estima que existe conexión funcional directa entre el 
procedimiento de concurso de provisión de plazas en la Administración Pública y el contrato de 
trabajo celebrado a la vista del resultado , de suerte que no se puede exigir la continuación del 
contrato si se ha anulado el concurso que es su base de sustentación ( STS 10-3-1999 (RJ 1999, 2124) ; 
STS 5-10-1999 (RJ 1999, 7761) y STS 18-12-2007 (RJ 2008, 1289) ). 
Las causas productivas se refieren a la esfera o ámbito de los productos o servicios que la empresa 
pretender colocar en el mercado, a la capacidad de producción de la empresa para ajustarla a los 
eventos del mercado, que puede imponer la transformación o reducción de aquélla. 
Para distinguir las causas productivas de las económicas hay que entender que se refieren al 
resultado del proceso de trabajo , a la configuración del bien o servicio producido por la empresa ( 
STSJ Valencia 2-6-2000 (AS 2000, 4117) ). La jurisprudencia entendió que la finalización del contrato 
de arrendamiento del local del negocio y la imposibilidad o la existencia de graves dificultades 
económicas, comerciales o productivas para encontrar un local idóneo para continuar la actividad, 
puede ser causa justificada para la extinción de los contratos de trabajo por esta vía, como se 
desprende de la STS 8-7-2008 (RJ 2008, 4455) ). En los supuestos de contratas cuyo convenio colectivo 
establece un régimen de subrogación obligatorio a la terminación de cada una de ellas, se ha 
considerado que es causa suficiente para el despido por razones organizativas o productivas la 
finalización de la contrata por cierre del centro o por cese de la actividad en el centro de la empresa 
comitente, pues el mantenimiento en la contratista de los trabajadores ocupados en la contrata con la 
anterior empresa le ocasiona «graves dificultades que impiden su buen funcionamiento», siendo así 
que el empresario no viene obligado a agotar todas las posibilidades de colocación de los trabajadores 
ni a destinarlos a puestos vacante que pudieren existir en otros centros de trabajo ( STS 7-6-2007 [RJ 
2007, 4648] ). En algún caso se ha precisado que no es procedente la extinción realizada por una 
empresa contratista acogiéndose exclusivamente a la puntual situación que se da respecto de una de 
las muchas y diferentes contratas que ejecuta por encargo de otras empresas ( STSJ Cataluña 3-1-
2000 [AS 2000, 1659] ).  ● 
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